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  EL SECUESTRO DE LA JUSTICIA




  Joaquim Bosch – Ignacio Escolar




  Joaquim Bosch (exportavoz de Juezas y Jueces para la Democracia) e Ignacio Escolar (director de eldiario.es) han unido fuerzas para escribir un libro necesario, incisivo y pedagógico sobre la justicia.




  El sistema judicial está en crisis. Así lo denuncia esta reflexión crítica sobre un deterioro que tanto afecta a nuestra democracia. En una escalada sin precedentes, las injerencias políticas son muy visibles, se concentran en la cúpula judicial y son especialmente peligrosas en los casos de corrupción.




  Por otro lado, la ciudadanía percibe que las leyes no siempre son iguales para todos. Las maniobras que tratan de capturar las instituciones judiciales están relacionadas con un fenómeno más amplio: los intentos de secuestro de la justicia como valor. Por eso los autores también estudian, entre otras cosas, las injusticias que padecen las víctimas de violencia machista, y los que padecen abusos bancarios; los problemas en la aplicación de la prisión provisional; el drama de los refugiados; la falta de reparación de las víctimas del franquismo; la actuación de la justicia en el conflicto catalán; y los crecientes recortes de libertades.




  Pero El secuestro de la justicia es también una defensa de la magnífica base del sistema judicial, esa inmensa mayoría de magistrados que no se ha dejado contaminar. Como los que llevaron los abusos bancarios a la jurisdicción europea y vencieron. O los que, sin medios suficientes, investigan la corrupción y ponen contra las cuerdas a políticos y a empresarios.




  ACERCA DE LOS AUTORES




  Joaquim Bosch (Cullera, Valencia, 1965) es magistrado. Ha desempeñado su actividad profesional en los juzgados de Barcelona, Denia, Vinaroz y Massamagrell. Actualmente es juez decano de Moncada (Valencia). Ha participado como ponente y director de numerosos congresos, cursos y actividades formativas de ámbito estatal e internacional. Colabora habitualmente en diversas publicaciones jurídicas y en la sección de opinión de varios medios de comunicación. También participa como experto y representante asociativo judicial en programas de televisión como Al Rojo Vivo de La Sexta, Espejo Público de Antena 3, El Intermedio de La Sexta o Las Mañanas de Cuatro. Entre 2012 y 2016 fue portavoz nacional de Juezas y Jueces para la Democracia. En la actualidad es portavoz territorial de esta asociación en la Comunidad Valenciana.




  Ignacio Escolar (Burgos, 1975) es director del influyente periódico digital eldiario.es, del que fue fundador, y a lo largo de su carrera ha colaborado como analista político en muchos medios. Tras su paso por algunos diarios en papel y los Informativos de Telecinco, trabajó como consultor de prensa en Ecuador y México. A su regreso a España y tras una nueva etapa en Telecinco, desempeñó la dirección adjunta de La Voz de Almería, desde donde comenzó a colaborar en la SER y otros medios nacionales. Fue el primer director del diario Público y actualmente trabaja como analista político en La Sexta, en programas como La Sexta Noche o Al Rojo Vivo. Es también autor de varios ensayos y de la novela 31 noches.




  ACERCA DE EL SECUESTRO DE LA JUSTICIA




  «En los últimos años hemos contemplado auténticas injusticias, hemos presenciado recortes de los derechos sociales, restricciones de las libertades, trabas en la lucha contra la corrupción, denegaciones de los derechos más esenciales a determinadas personas. Todo ello ha provocado que la sociedad note que se producen contradicciones entre ley y justicia.»




  JOAQUIM BOSCH




  «Los partidos políticos cuentan con mecanismos muy directos para influir en la justicia: en los nombramientos y en los premios y castigos a los jueces. Lo estamos viendo en los últimos años con los grandes casos de corrupción, y con las muchas maniobras judiciales en la oscuridad con las que se intenta influir en la elección de qué jueces se ocupan de investigar y sentenciar los casos más sensibles.»




  IGNACIO ESCOLAR




  «Estamos a la cola europea en el número de jueces y a la cabeza en el número de corruptos.»




  JOAQUIM BOSCH




  «Hay un mercadeo de plazas judiciales que busca colocar al juez menos duro posible en una plaza que tendrá que encargarse de instruir las causas principales contra la corrupción.»




  IGNACIO ESCOLAR




  Introducción




  Ignacio Escolar: La justicia nunca ha generado tanto debate público como hoy. Esto es así por muchos motivos, en mi opinión. Por los grandes sumarios de corrupción, que han coincidido con el empeoramiento de las condiciones de vida de una inmensa mayoría de los ciudadanos a raíz de la crisis económica. Por la judicialización de la política, esa confusión interesada que hacen algunos partidos al mezclar responsabilidad política con responsabilidad penal. Por la politización de la justicia, y las injerencias de los partidos en su gobierno. Por la cuestión catalana y cómo se está intentando resolver desde los tribunales un problema que también es político. Por la lucha de los consumidores y ahorradores ante determinados abusos de la banca, como en el caso de las preferentes o en el de las cláusulas suelo en las hipotecas. Todo esto ha hecho que la sociedad y los medios nos fijemos mucho más en la justicia. En sus decisiones, en sus mecanismos, en los medios con los que cuentan los tribunales y también en su independencia o imparcialidad.




  Joaquim Bosch: El interés creciente por la justicia está relacionado con algunos cambios sociales que se han producido en los últimos años. Tras varias décadas de cierta estabilidad en el debate público, con las desavenencias propias de cualquier sociedad democrática, nos hemos adentrado en una etapa bastante más conflictiva. La crisis económica ha provocado efectos devastadores en bastantes ámbitos. Ha dejado en una situación muy apurada a amplias capas de la población y eso ha generado un considerable malestar ciudadano. El descontento colectivo se ha intensificado ante la publicación de informaciones sobre casos de corrupción, al conocerse socialmente que, mientras buena parte de la sociedad quedaba precarizada, había sectores privilegiados que se aprovechaban del desastre. Alguien escribió que incluso en las peores catástrofes puede haber beneficiarios, como los vendedores de ataúdes. La realidad es que el cataclismo económico de la crisis abrió las puertas a enriquecimientos ilícitos. Había cientos de miles de personas que perdían sus casas mientras los directivos de algunas entidades bancarias estaban obteniendo ganancias enormes, tanto legales como ilegales. Numerosos políticos sacaron tajada de la burbuja inmobiliaria y del descontrol en las instituciones públicas para lucrarse de manera delictiva. La propia gestión de la crisis también desencadenó reformas que fueron ampliamente controvertidas, en el ámbito parlamentario y en la sociedad, pero también en los tribunales. Las protestas ciudadanas obtuvieron como respuesta institucional la restricción de las libertades, a través de la nueva Ley de Seguridad Ciudadana —conocida como Ley Mordaza— y de una amplia reforma del Código Penal que reguló de forma cuestionable algunas conductas relacionadas con la libertad de expresión, todo lo cual ha provocado intensos debates jurídicos, políticos y sociales. Muchos de estos conflictos han sido derivados hacia el sistema judicial, para ser resueltos por los jueces. Todo ello ha provocado maniobras del poder político, más acusadas incluso que en otras épocas, con el propósito de influir en las decisiones de los magistrados sobre ciertos casos. Algunos intentos de secuestro del sistema judicial han sido muy visibles. La justicia acostumbra a presentar una escenografía de teatro muy solemne, y en estos años ha contado con más espectadores que nunca, a menudo descontentos, a veces esperanzados con las posibles decisiones de los tribunales, casi siempre anhelantes de ver que se produce una verdadera justicia, como la que cuentan esos relatos con trasfondo moral en los que todos hemos sido educados.




  I.E.: Yo creo que es evidente que la separación de poderes en España es muy mejorable. Bastará con leer este libro para descubrir el porqué. Los partidos políticos cuentan con mecanismos muy directos para influir en la justicia: en los nombramientos y en los premios y castigos a los jueces. Lo estamos viendo en los últimos años con los grandes casos de corrupción, y con las muchas maniobras judiciales en la oscuridad con la que se intenta influir en la elección de qué jueces se ocupan de investigar y sentenciar los casos más sensibles. Esa ausencia de separación de poderes efectiva está derivando en una pérdida de confianza de muchos ciudadanos en la justicia, similar a la que sufren otras instituciones.




  J.B.: Se ha consumado un proceso de concentración del poder. En las sociedades democráticas avanzadas los poderes se encontraban más dispersos. Evidentemente, quienes detentaban los poderes económicos tenían una gran capacidad para decidir, pero los que desempeñaban cargos políticos podían intentar contrarrestar ese poder con criterios de interés general que les permitían frenar las aspiraciones de las altas esferas empresariales. Y además intervenían otros agentes con capacidad real de influencia sobre el debate público, como los sindicatos, los medios de comunicación o algunas entidades cívicas. Las capacidades potenciales para marcar el rumbo de un país estaban más repartidas, porque incluso en el núcleo de los poderes económicos no había tanta uniformidad como ahora. Mi impresión es que en la última década hemos asistido en la Unión Europea a una unificación de las estructuras de poder, estimulada desde los ámbitos financieros, que ha alarmado a algunos de los más destacados intelectuales europeos ante las limitaciones que eso supone para la propia democracia. Y esto ha ocurrido de manera todavía más acentuada en España. La crisis ha sacudido a todo el mundo occidental. Pero en cada Estado la crisis se ha manifestado con sus particularidades. En España los efectos negativos han sido bastante más severos que en otros países europeos. El descalabro económico nos ha ocasionado unas secuelas específicas. Aquí podemos apreciar cada vez menos diferencia entre lo que se defiende en el ámbito político y en los espacios económicos. Al mismo tiempo han languidecido los mecanismos de contrapeso, como las fuerzas sindicales o los medios de comunicación. Y las singularidades españolas en la gestión de la crisis también deben relacionarse con unas tentativas más acusadas por parte del poder político de interferir en la justicia, a través de reformas muy meditadas que pretendían debilitar el poder judicial. Socavar la solidez de un poder del Estado siempre trae como consecuencia la creación de desequilibros en el juego de poderes, en beneficio de unos y menoscabo de otros. Y ahí debemos incluir también a poderes no institucionales, como el económico, que a menudo ha concebido el sistema judicial como mero recaudador de sus deudas o como gestor de sus intereses, en lugar de verlo como garante de un sistema de derechos fundamentales. Disminuir el poder de la justicia supone crearle dificultades para que pueda controlar los abusos de otros poderes, sean institucionales o no.




  I.E.: Es algo muy parecido a lo que ha pasado en los medios de comunicación. Primero vino una crisis económica que debilitó las cuentas de resultados de los medios. Después, una crisis de endeudamiento de las empresas editoras, muy similar a la que pasaba en otros sectores económicos. A través de esa deuda y de la debilidad económica de los medios —que los hizo más dependientes de la publicidad institucional—, se produjo una captura de muchos de los grandes grupos de medios de comunicación. Eso no significa que todos los medios, ni absolutamente todo el tiempo, estén comprados. Hay márgenes de maniobra incluso en medios muy controlados políticamente. Hay excelentes periodistas que, cada día, pelean por ejercer su trabajo con libertad y con dignidad, como imagino que también hay una inmensa mayoría de jueces que cada día defienden su independencia frente a las presiones. Pero es cierto que la independencia de los grandes medios respecto a los poderes que la prensa debe fiscalizar es hoy muy inferior a la que tenían hace una o dos décadas, antes de la crisis económica. En ese contexto, eldiario.es resulta casi una anécdota dentro de un mapa bastante dominado por grandes grupos de comunicación. Imagino que en la justicia sucede algo parecido, que hay igualmente una pulsión del poder por controlar los juzgados, y probablemente esa pulsión sea superior incluso a los esfuerzos que realiza también el poder para capturar la prensa. Porque la capacidad que tenemos los medios para complicarle la vida al poder es elevada; incluso en la situación de debilidad actual, aún hoy les ponemos en aprietos y algunas veces ganamos. Pero la capacidad que tiene un juez para complicar la vida de un poderoso cuando comete un abuso es infinitamente mayor. Hace muchísimo más daño una sentencia que una portada. Por eso es tan importante la independencia judicial, tanto o más que la independencia de la prensa. Porque no hay democracia que pueda funcionar si todos no somos iguales ante la ley. Y para que todos seamos iguales ante la ley, sin importar nuestro poder o nuestro dinero, hace falta una justicia fuerte, capaz de proteger su independencia. Sin ella, algo esencial se rompe en la democracia.




  J.B.: Cuando hablamos de los intentos de controlar la justicia como sistema institucional, no debemos perder de vista que la función judicial de garantía también nos conduce necesariamente a los intentos de secuestro de la justicia desde otra visión. Hablamos entonces de la justicia como idea, como valor o como deseo. Las maniobras políticas que pretenden neutralizar el funcionamiento de los tribunales e impedir la separación de poderes surgen porque existe una degradación previa de las concepciones de lo justo por parte de algunos sectores de la sociedad. Desde esas posiciones se pretende poner obstáculos a los jueces cuando tratan de declarar situaciones justas o remediar situaciones injustas. Pero no olvidemos que la justicia es un valor superior de nuestro ordenamiento jurídico, como señala el artículo 1 de la Constitución. En los últimos años se han producido muchas quiebras en ciertas concepciones que estaban muy asentadas en la sociedad en materia de derechos. Y hemos contemplado auténticas injusticias, que tienen que ver con esas tentativas de control del sistema judicial. Hemos presenciado recortes de los derechos sociales, restricciones de las libertades, trabas en la lucha contra la corrupción, denegaciones de los derechos más esenciales a determinadas personas. Todo ello ha provocado que la sociedad note que se producen contradicciones entre Ley y Justicia.




  I.E.: Los retrocesos en materia de derechos han sido muy importantes en los últimos años.




  J.B.: Y todos esos contrastes entre el derecho vigente o el derecho aplicado y los ideales de justicia no solo los hemos apreciado solamente los juristas, sino que también han sido detectados por gran parte de la ciudadanía. La pregunta siempre será la misma: ¿en qué consiste lo justo? Es un interrogante que se ha formulado a menudo en la historia de la humanidad. En el derecho romano la idea de lo justo quedó acuñada con la conocida máxima de Ulpiano: vivir honestamente, no perjudicar a los demás, dar a cada uno lo suyo. Empezaba a consolidarse esa noción de aplicación general del concepto de justicia, que debía proporcionar seguridad y perfilar unos derechos propios a todas las personas, que no podían serles arrebatados bajo ningún concepto. En el siglo xix se impuso la idea del utilitarismo sobre los fundamentos de la justicia. Sería una sociedad justa aquella cuyos actos maximizaran la felicidad general: la mejor opción siempre sería la que generase mayor bienestar colectivo. Posteriormente se refutó esa idea de justicia basada en lo mejor para la mayoría, pues no preserva el carácter separado e independiente de cada persona, con unos derechos que no deberían ser sacrificados en nombre de la satisfacción común. Como explicó Ronald Dworkin, los efectos últimos del utilitarismo permiten que una mayoría social imponga medidas en contra de minorías por motivos raciales o por su orientación sexual; también una confesión religiosa mayoritaria podría conseguir que otros cultos reciban una consideración institucional inferior. Desde la perspectiva de Dworkin, los derechos son triunfos frente a la mayoría. En la teoría más extendida de la justicia en tiempos contemporáneos, John Rawls la plantea como un sistema de equidad que otorga a cada persona un conjunto de derechos esenciales frente al resto de la colectividad. Rawls parte de la perspectiva de un contrato social entre todas las personas, desde una posición de imparcialidad, como seres abstractos que ignoran en qué parte de la sociedad pueden acabar. Y considera que así, desde esa posición original, todas ellas apostarían por un sistema esencial de libertades y derechos igual para todos, pues defenderían maximizar lo mínimo. Las desigualdades solo estarían justificadas si produjeran beneficios a los menos aventajados y si existiera igualdad real de oportunidades, siempre desde la garantía de que se cubren los mínimos de todas las personas. Y todo eso llevaría a una sociedad justa en la que cada persona debería tener asegurado un núcleo de derechos garantizados y de necesidades básicas cubiertas, a través de un estado intervencionista capaz de acordar mecanismos redistributivos. La Declaración Universal de los Derechos Humanos y las regulaciones de la mayoría de las constituciones recogen esos afanes de justicia. Nuestros principios constitucionales plantearon una apuesta por estas concepciones de los derechos inalienables a favor de cada persona, desde la óptica del Estado Social, con algunas insuficiencias normativas y con las dificultades para desarrollarlo correctamente que hemos podido constatar en las pasadas décadas. Sin embargo, en los últimos años se ha producido una importante fractura de los consensos en materia de derechos. La propia idea de justicia ha entrado en crisis, para ser sustituida en bastantes ocasiones por la realidad de la ley del más fuerte. Cuesta poco detectar los intereses de algunas élites políticas, económicas y sociales del país, más pendientes de su provecho que de vertebrar una sociedad justa. Frente a esos intereses y el poder que los apoya, los jueces independientes pueden operar como un contrapoder que contribuya a que se respete la noción de justicia como valor y como sistema institucional. Pero las tensiones, las injerencias y las dificultades que soportan los jueces son bastante frecuentes en estos tiempos.




  I.E.: En el caso de la justicia, no solo es cuestión de que no exista impunidad. También es fundamental la apariencia de imparcialidad: que la justicia tenga la confianza de la propia sociedad. Que la sociedad crea en la justicia y acepte sus decisiones, no solo que las acate por el miedo a la capacidad coercitiva del Estado. El pacto social, el pacto de la democracia, se sujeta en gran medida en esa confianza. En que cumplamos la ley no solo por miedo al castigo, también porque creamos en esas leyes e instituciones. Si un Estado se sostiene exclusivamente en que tiene el monopolio de la violencia, en el miedo de sus ciudadanos al castigo, estamos ante un Estado autoritario, no ante un Estado democrático. Por eso es tan importante la confianza en las instituciones y tan peligrosa esa deriva de desconfianza en la que hemos entrado en estos últimos años. Una de las causas de ese deterioro que está padeciendo la imagen de la justicia está en la crisis económica, que empezó siendo una crisis financiera y ha acabado siendo una crisis social y política. Pero otra parte de esa responsabilidad hay que buscarla en la propia justicia, en el marco institucional que la regula, y en cómo se ha deteriorado la separación de poderes en España.




  J.B.: Hay una percepción social bastante clara sobre la concurrencia de anomalías relevantes en el sistema judicial y en la separación de poderes. Gran parte de la sociedad no acaba de entender cómo funcionan los tribunales, la cúpula judicial o los nombramientos para los órganos constitucionales. Pero sí percibe que ocurren cosas que influyen negativamente en determinadas decisiones. Lo constato a menudo en los debates públicos, en los coloquios de las conferencias, en las redes sociales.




  I.E.: Desde el momento en que el propio poder político tiene herramientas para premiar y castigar, para promocionar a los jueces que le son más favorables, y para castigar a aquellos que se salen del redil, resulta muy difícil creer en la independencia judicial y la separación de poderes en España. No tanto porque los jueces en sí no tengan capacidad para tomar sus propias decisiones y la ejerzan, sino porque existe toda una serie de mecanismos que el poder político utiliza para repartir palos y zanahorias e influir así en la justicia. No es un problema de personas. No dudo de la voluntad de los jueces de pelear por su independencia, me consta que es así. Todas las asociaciones de jueces y fiscales, conservadoras o progresistas, coinciden en denunciar la politización de la justicia y piden que tenga una mayor independencia respecto al poder político. Esa separación de poderes, esa independencia, no puede basarse en la heroicidad personal. Debe construirse desde la primera a la última de las leyes y de los mecanismos democráticos sobre cómo se gobierna la justicia. Por eso son tan urgentes las reformas.




  J.B.: A pesar de las anormalidades de nuestra arquitectura institucional, me parece indispensable proclamar que los jueces en España realizan mayoritariamente un enorme esfuerzo por cumplir con sus funciones constitucionales. No resulta sencillo navegar entre asuntos muy delicados sin disponer de medios suficientes. Tampoco parece atrayente notar que tu carrera profesional puede quedar marcada por el agrado o el desagrado que tus resoluciones provoquen en el poder político. Pero ahí tenemos el ejemplo de cientos de casos de corrupción que están siendo instruidos, enjuiciados y sentenciados por los jueces de nuestro país. Ahí tenemos también a unas entidades bancarias que históricamente vencían en casi todos los procesos, gracias a una legislación que les resultaba extremadamente favorable, y que ahora, en cambio, deben esforzarse por litigar en condiciones de mayor igualdad gracias a las interpretaciones jurídicas en ese sentido de nuestros magistrados. Esos conflictos entre una judicatura que defiende su independencia y unos poderes que han aplicado instrumentos de control son el trasfondo actual de las legítimas peticiones de justicia que formula la ciudadanía. Son tensiones institucionales que van a condicionar el futuro de nuestro Estado Social y Democrático de Derecho.
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  Las dificultades de la justicia


  en la lucha contra la corrupción




  I.E.: ¿Por qué preocupa tanto la corrupción política y por qué es tan generalizada la opinión de que España no la combate de forma efectiva? Este problema aparece en las encuestas del CIS como el segundo que más preocupa a los españoles desde hace años, solo por detrás del paro. Los informes internacionales, como el que elabora anualmente la ONG Transparencia Internacional y que compara la percepción de la corrupción entre distintos países, sitúan a España en caída libre. El último, que salió a principios de 2018, nos coloca como uno de los Estados de la Unión Europea y la OCDE con peores registros. Equipara la percepción de la corrupción en España con la de Botsuana o Brunéi, y nos retrata como uno de los países del mundo donde más ha empeorado este problema en los últimos años. La percepción ciudadana más extendida, que comparto, es que la lucha contra la corrupción es muy deficiente en España y que ni la legislación ni las instituciones están realmente a la altura de lo que sería necesario para combatirla; que contra la corrupción apenas se pelea porque quienes deberían hacerlo y tienen mecanismos para ello, los partidos políticos, aún hoy protegen a sus corruptos en demasiadas ocasiones.




  J.B.: Los instrumentos dirigidos a la prevención, a la persecución y al castigo de la corrupción adolecen de serias insuficiencias en nuestro país. Lo fundamental son las medidas preventivas, porque el derecho penal siempre llega con retraso, cuando el delito ya se ha cometido y a menudo también el daño ya no tiene remedio. La prevención debería buscar que no sea tan sencillo corromperse como ha sucedido hasta ahora. Esas cautelas institucionales se cuidan bastante en los países europeos más avanzados, por ejemplo con medidas que impiden movimientos arbitrarios de dinero público: transparencia en la contratación, supervisión efectiva de las actuaciones de la administración y amplias competencias para los técnicos en detrimento de los políticos, entre otras. Cuando fallan las precauciones estructurales aparece el derecho penal, con su función disuasoria, denominada «prevención general del delito». Pero la intimidación punitiva solo resulta eficaz si los corruptos potenciales perciben que van a ser perseguidos, juzgados y castigados, que existe un alto grado de probabilidad de que todo eso les ocurra. Eso no ha pasado hasta ahora en España. Al contrario, las medidas preventivas han sido notoriamente insuficientes. Además, resulta conocida la lentitud de los procedimientos penales, por la falta de medios en los juzgados y porque nos regimos por unas normas procesales anacrónicas.




  I.E.: Además de la necesidad de dotar de muchos medios a los juzgados y de la falta de controles eficaces, creo que en nuestro Código Penal no está definido un delito que sí aparece en el de muchos otros países y que ayudaría en gran medida a la lucha contra la corrupción, según piden varios expertos: el de enriquecimiento ilícito en la función pública. Es decir, que sea delito el hecho de que un político tenga una gran fortuna y no pueda explicar de dónde ha salido ese dinero. En España ocurre justo al revés: es la justicia la que tiene que demostrar que el origen de un dinero es ilegal para probar que ha existido un delito. Por eso, el hecho de que un político acumule en Suiza unos millones que no es capaz de explicar de dónde vienen —y se me ocurren pocas pruebas más obvias de corrupción—, no es de por sí suficiente motivo como para condenarle, más allá del delito fiscal que también ha cometido. Es verdad que el nuestro es un sistema muy garantista, que protege la presunción de inocencia, y que eso en general suele ser bueno. Pero creo que, en este caso, con lo transparentes que son los ingresos cuando hablamos de alguien que trabaja para el Estado, debería ser al revés. Que si un político cobra un sueldo que procede del dinero público, y acumula una fortuna imposible de justificar con sus ingresos, sea él quien tenga que demostrar que ha obtenido esa riqueza de forma legal.




  J.B.: La regulación de conductas delictivas en el Código Penal no castiga de forma proporcionada la corrupción. Me refiero tanto al catálogo de penas existentes en estos delitos como a la gravedad de las que se pueden aplicar. Es ahí donde se debería explorar la inclusión del delito de enriquecimiento ilícito y evaluar sus posibles colisiones con la presunción de inocencia. En la legislatura anterior todos los grupos de la oposición reclamaron que se procediera a endurecer las penas por los delitos vinculados a la corrupción. Pero esa petición fue desestimada por el Parlamento, a instancias del Gobierno, que contaba con mayoría absoluta. Ese rechazo resulta llamativo, porque en la pasada legislatura se incrementaron de forma considerable las penas de multitud de delitos, en especial los relativos al orden público o los que criminalizan la pobreza o la exclusión social. Se introdujeron delitos nuevos, como el de la ocupación de locales pertenecientes a personas jurídicas públicas y privadas, un delito diseñado especialmente para castigar las protestas ciudadanas en el interior de las entidades bancarias. También se incluyó de forma novedosa la penalización de la redifusión en las redes sociales de mensajes que puedan alterar el orden público. Se promulgó una versión de la cadena perpetua. Se trata del Código Penal más duro de la democracia. Sin embargo, el Gobierno se negó a incrementar las penas de los delitos de corrupción. No hubo voluntad política para ello.




  I.E.: Es decir, que aumentaron la dureza de todas las penas para los «robaperas», pero no para aquellos que estaban en el legislativo o cerca de ese poder: para aquellos que podían ser colegas del partido o miembros de la administración. Volviendo al tema del enriquecimiento ilícito, creo que esa figura penal es necesaria porque gran parte de las fortunas amasadas gracias a la corrupción, que hoy muchas veces son impunes, serían entonces delito por sí mismas. Cuando aparece alguien como Ignacio González y vemos el ritmo de vida que llevaba, la sensación que te queda es que debería ser más sencillo poder perseguirle. A él y a todos los que están en esa misma situación. Un presidente autonómico gana 65.000 o 75.000 euros al año. Solo con ese sueldo, incluyendo los ingresos de su mujer, ¿podía pagar González a dos personas de servicio, una mansión de 465 metros cuadrados en una urbanización de lujo y otra segunda casa de lujo en la playa, el famoso ático cuya propiedad intentó camuflar con un contrato de alquiler suscrito con una empresa offshore? Obviamente, no. Pues bien, pese a que tenía esta notable y desproporcionada fortuna, y siendo evidente que estábamos ante un político cuyo tren de vida y patrimonio no se justificaba con sus ingresos, ¿por qué se ha tardado tanto en llevar a González ante los tribunales? La existencia en el Código Penal del delito de enriquecimiento ilícito habría facilitado muchísimo tanto la investigación como la denuncia. Y, sin duda, la impunidad sería mucho menor.




  J.B.: En muchos supuestos de corrupción, la existencia de un castigo penal adecuado sí que cumpliría el efecto disuasorio. Nos encontramos ante delitos de pura codicia. Son distintos a las infracciones relacionadas con la miseria o la marginalidad. La delincuencia cometida por personas que ocupan cargos públicos no guarda relación alguna con las acciones de quienes roban para cubrir sus necesidades básicas o las de quienes padecen una toxicomanía, en las cuales el elemento intimidatorio de la pena es más limitado. Los corruptos suelen ser personas con un elevado nivel de vida. Pero todavía desean más. Así, la amenaza de prisión sí que puede frenar intenciones corruptas, porque hay bastante que perder. Los políticos que van a la cárcel lo pasan mal, bastante peor que otro tipo de reclusos, porque no están acostumbrados a tantas restricciones. En todo caso, reitero que el elemento disuasorio de las penas habría de ser un añadido más en la lucha contra la corrupción. Pero lo central debería ser la prevención del delito. Hay que analizar cómo ha sido posible en las instituciones distraer de manera fraudulenta millones de euros sin que salte ninguna alarma. Y ese desvío malicioso de fondos públicos es el que permite que los políticos y los empresarios corruptos puedan repartirse los sobrecostes de los contratos públicos. El problema esencial es que las administraciones han dispuesto de una discrecionalidad exorbitante para gestionar el dinero de toda la sociedad sin apenas control. De hecho, en cualquier contratación de obras, las instituciones han podido gastar hasta 200.000 euros y adjudicar el proyecto a quien han querido, sin concurrencia de otras ofertas.




  I.E.: ¿A dedo? ¿200.000 euros a dedo y sin control?




  J.B.: Con fórmulas diversas, dentro de los contratos menores y de los procedimientos negociados sin publicidad. Pero, en realidad, a dedo. Sin que la empresa adjudicataria de la obra haya tenido que competir con otras mercantiles. Y esto es algo poco conocido. En obras públicas han podido adjudicarse hasta 200.000 euros sin concurso; en suministros y servicios el límite de gasto era hasta 60.000 euros. Pero lo más importante son las obras, por las elevadas cuantías de sus presupuestos. La corrupción suele aparecer cuando se licitan contratos de construcción de grandes obras, como carreteras, polideportivos, piscinas, colegios. Incluso cuando el coste superaba los 200.000 euros había toda una serie de estrategias, conocidas y practicadas por el sector, con las que se concedían también a dedo sumas muy superiores. En unos casos, el ardid consistía en fraccionar un contrato más cuantioso en varios pliegos inferiores al tope legal, para así adjudicar sin concurrencia. Si había que ejecutar un camino rural, se adjudicaba un tramo de 190.000 euros. Y luego otro tramo, siempre por debajo del tope que permitía conceder la obra sin concurso, para evitar ofertas alternativas. Otra treta habitual en las licitaciones superiores al tope de los 200.000 euros ha consistido en adjudicar la obra a la empresa amiga a un precio más bajo que el de los competidores, pero luego practicar grandes modificaciones durante la ejecución, por importes altísimos. Esta argucia final es la que permitía el reparto de amplios beneficios entre políticos y empresarios. Para adaptar las directivas europeas, la regulación normativa ha sido reformada recientemente por la nueva Ley de Contratos del Sector Público, con mejoras positivas en materia de garantizar la integridad de los implicados, a pesar de que se mantienen rendijas por las que pueden colarse componendas de todo tipo. Lo más pernicioso de estas prácticas es que la competencia real es la que proporciona el mejor servicio a la sociedad al precio más bajo.




  I.E.: Sobre eso hay un estudio muy revelador que hizo el Tribunal de Cuentas de la Unión Europea en 2013, y que da unos indicios muy serios sobre lo extendida que está la corrupción en la obra pública. En ese informe se analizaba el precio que había costado construir varias carreteras y autopistas en distintos países europeos: España, Polonia, Grecia y Alemania. La UE escogió esos países porque eran los que, en ese año, habían recibido más fondos europeos para construir dichas infraestructuras. El estudio demostraba que el precio por kilómetro de carretera en España era, de media, el doble de caro que en Alemania. Según la respuesta oficial que dio la Comisión Europea al Tribunal de Cuentas ante este informe, una parte de esa diferencia de costes entre España y Alemania se podía explicar por la difícil orografía española, que es uno de los países más montañosos de Europa. Pero la Comisión también alertaba de que no todo se explicaba por los túneles y puentes necesarios en España para las carreteras. Según la Comisión, el sistema de contratación que usamos en España, y lo habituales y sencillos de aprobar que son aquí los sobrecostes y modificados de obra, suponían «una ventaja económica para los contratistas». El informe explicaba también que la diferencia en los precios de construcción entre España y Alemania no se podía en absoluto explicar por las diferencias salariales. Al contrario. En España es más caro construir, a pesar de que los sueldos son mucho más bajos, cuando lo lógico sería que una obra pública en España saliera más barata que en Alemania porque los trabajadores españoles cobran menos. Y estas diferencias en los precios más elevados que hay en España se explican, en gran medida, porque aquí se hacen trampas como la que mencionas, la del fraccionamiento, por ejemplo. Pero también se hace el fraude de las modificaciones de los proyectos. Consiste en que se introducen grandes subidas de precio cuando la obra ya está adjudicada, presupuestada y en marcha. Y ahí es donde aparece la corrupción en muchas ocasiones. Es frecuente que se adjudique la obra pública al constructor que presenta un presupuesto a la baja, que de este modo anula la competencia de los otros competidores; pero luego, mediante las modificaciones posteriores del proyecto, el constructor sube el precio real hasta cifras muy superiores a los de las otras constructoras que perdieron el concurso. Por ejemplo, veamos el caso de la M-30 de Madrid. La obra se adjudicó por 2.508 millones de euros, un 10% menos de lo que habían previsto los técnicos municipales. Sin embargo, acabó costando 3.703 millones, un 53% más de la cifra que ponía el presupuesto que ganó la adjudicación. En algunos casos, se cobró por modificados que no llegaron a realizarse, como reflejó la comisión de investigación que puso en marcha el Ayuntamiento de Madrid en 2017. En otros, se perdonó a los constructores compromisos de la adjudicación que después se pagaron cargando el precio a otro modificado incluso de un contratista distinto. Con la M-30, la obra se fraccionó en nueve tramos distintos, entre otros motivos para evitar así tener que hacer un estudio de impacto medioambiental. Acabó costando más que el Canal de Panamá. Cuando se aprueban esos sobrecostes y modificados, el nivel de control es mucho menor que en el concurso. Se pueden aprobar subidas de presupuesto tremendamente arbitrarias, un dinero que en muchas ocasiones se acaban repartiendo entre la constructora y el político que las permite y decide.




  En Valencia, en el juicio de la Gürtel, el constructor Vicente Monzonís confesó cómo funciona este método. Lo llamaban «la pizza», y eran las comisiones más rentables. «Introducían modificaciones falsas en el proyecto y, sobre esa modificación, el porcentaje de la mordida era hasta del 30%». Según este constructor, este sistema está generalizado en España. Y lo peor es que los datos totales sobre cuánto pagamos por los modificados y sobrecostes de las obras son completamente opacos. Desde eldiario.es, hemos recurrido al portal de Transparencia para pedir al Gobierno los datos totales de los sobrecostes en las obras públicas de los últimos años. Transparencia nos ha dado la razón, pero el Gobierno se ha negado a aportar esos datos. Y para no hacerlo, el Gobierno está pleiteando en la Audiencia Nacional contra la decisión de Transparencia de hacer públicos esos datos. ¿Por qué lo hacen? Parece evidente que es porque tienen algo que ocultar.




  J.B.: Así se desvanece la competencia real entre las empresas. Las maniobras fraudulentas en los contratos de mayor envergadura se pueden llevar a cabo gracias al predominio de los políticos en las mesas donde se resuelven las adjudicaciones de obras, lo cual deja a menudo con una presencia testimonial a los expertos. En decisiones estrictamente técnicas, en las que hay que comparar cuál es la empresa que resuelve mejor la obra que se tiene que adjudicar o cuál ofrece el producto más adecuado para un suministro concreto, carece de sentido que sean los políticos quienes decidan. Cuando el criterio técnico es el fundamental, habrían de ser esencialmente los funcionarios quienes decidieran. Por otro lado, con la finalidad de fortalecer al máximo el control de la sociedad, resulta imprescindible regular más mecanismos de transparencia en la gestión administrativa y en los procedimientos de contratación. Además, no olvidemos que solo nos percatamos de la punta del iceberg de la corrupción existente, como pasa con cualquier otro delito.




  I.E.: Es así, sin duda. La información que manejamos en eldiario.es es que existe un fraude generalizado que muchísimas veces queda impune.




  J.B.: Cerca del 80% de los hurtos y robos quedan impunes. Casi siempre los cometen delincuentes marginales con bastantes menos recursos que los ladrones de guante blanco. La corrupción reparte dinero a escalas infinitamente superiores y siempre permanece mucho más oculta. Es una infracción penal que no acostumbra a visibilizarse. Esta realidad habría de tener como consecuencia que se procediera a la implantación de medidas legales efectivas de protección a los denunciantes de corrupción, que suelen ser presionados cuando empiezan a contar irregularidades. Sin denuncias, no resulta nada factible descubrir estas tropelías. Los corruptos cuentan con la asistencia de expertos en la ocultación de las conductas delictivas. Tampoco queda casi nunca rastro de los beneficios, que suelen esconderse en paraísos fiscales, blanqueados con todo tipo de marrullerías o camuflados en empresas pantalla a través de testaferros. Es imposible que la fase inicial de los comportamientos delictivos pueda materializarse sin al menos cierta pasividad, por silencio o por omisión, de una parte sustancial de los funcionarios de la administración pública. Y no solo está fracasando la supervisión interna: también están fallando los controles externos. El caso más significativo es la falta de fiscalización efectiva de los partidos y de las instituciones a través del Tribunal de Cuentas y de los organismos autonómicos.




  I.E.: El Tribunal de Cuentas no ha localizado nunca ni un solo caso importante de financiación ilegal de los partidos, cuando había muchísimos; los «casos aislados» que hacen que el PP tenga ahora cerca de mil imputados, sin ir más lejos. Se supone que este organismo público es el encargado de vigilar a los partidos y su financiación, de fiscalizar sus contabilidades. Pero allí nunca se enteraron de la Gürtel, de la caja B del PP, del caso Palau, de Púnica, de Lezo, de Fundescam… Su eficacia frente a la corrupción ha sido una broma. Van con un retraso de cinco o seis años en sus auditorías sobre la financiación de las campañas electorales, cuando el delito de financiación ilegal prescribe a los cuatro años. Es decir, que cuando terminaban de mirar las cuentas de una campaña, si había algún delito, ya había caducado.




  J.B.: Hay dos razones principales. Los integrantes del Tribunal de Cuentas se reparten por cuotas entre los partidos políticos, lo cual no favorece su imparcialidad. Y, además, se trata de una institución con medios muy limitados para la ingente labor que tendría que desarrollar.




  I.E.: Si es que la simple idea de llamarlo «tribunal» es una burla. De hecho, no es un tribunal como lo entiende un ciudadano común, no es un juzgado como los demás, y desde luego no es independiente de aquellos a los que debe vigilar. El Tribunal de Cuentas tiene unos consejeros muy bien pagados y con muchos incentivos para ser dóciles con quienes los nombran. El reparto de los nombramientos se hace entre los principales partidos políticos por cuotas del Parlamento. Entre otros, son o han sido miembros del Tribunal de Cuentas el hermano de José María Aznar, una exministra de Justicia del PP, un exsenador del PSOE… Los puestos en el consejo de este organismo son uno de los mejores desti­nos posibles para un político. Cobran cerca de 120.000 euros anuales, tienen coche oficial, dos secretarias, 6.000 euros anuales para gastos y, cuando lo dejan, derecho a una pensión de hasta 180.000 euros. Para mí, el colmo de esa institución es que uno de sus presidentes, consejero de este organismo a propuesta del PP durante dos décadas, Ubaldo Nieto, aparezca en los papeles de Bárcenas como supuesto donante del PP. Es decir, el presidente del organismo encargado de fiscalizar la contabilidad de los partidos, presuntamente daba dinero para la caja B del PP. No se me ocurre mejor ejemplo de la inutilidad de este supuesto tribunal.




  J.B.: El descontrol ha sido más frecuente en la administración autonómica y, sobre todo, en la municipal. En esas instituciones se ha multiplicado hasta niveles alarmantes la figura del asesor, casi siempre un cargo de confianza designado desde el partido para ejercer funciones técnicas. Se dan dos variantes de esta figura. En primer lugar, el asesor que ni siquiera es funcionario, nombrado a dedo y militante del propio partido, que cada vez asume más atribuciones para emitir informes de todo tipo. En determinados casos, a través de oscuros procedimientos, el asesor acaba incluso incorporándose como funcionario a la plantilla de la administración. Al analizar los casos de corrupción, podemos constatar que en reiteradas ocasiones eran los asesores de confianza quienes firmaban los informes que convalidaban las prácticas fraudulentas, tras el arrinconamiento previo de los técnicos independientes del departamento. Por otro lado, también hay funcionarios de carrera a los que se destina discrecionalmente a cargos de confianza, para ocupar puestos con un sueldo superior, y se les otorga un inmenso poder para informar acuerdos que implican gastos relevantes en esas administraciones. Me parece claro que los cargos de confianza no deberían intervenir en materia de contrataciones y otras equivalentes. Al contrario, hay que reforzar las competencias y los niveles de responsabilidad de los técnicos realmente neutrales, para garantizar así la objetividad de la actuación administrativa. Sin duda, también los funcionarios titulares son susceptibles de que se les influya, pues sus complementos salariales o su promoción profesional dependen a menudo de los políticos. Por ello, también resulta indispensable reglar al máximo estas facultades de intervención partidista, con la finalidad de asegurar un control interno efectivo. Hay además otra forma añadida de eludir los controles internos: se trata de la semiprivatización de la gestión a través de la constitución de empresas públicas o mixtas, así como de algunas fundaciones. Ha sido un fenómeno muy común en las últimas décadas, con el pretexto de hacer frente así a una hipotética ineficiencia de la gestión pública y la excusa de la necesidad de una actuación más ágil en la prestación de determinados servicios. Un caso conocido que se está investigando es el del Canal de Isabel II, la empresa que gestiona el agua potable de Madrid, que ha llegado a realizar operaciones en Colombia. Es cierto que en la administración pública se puede producir ralentización en la gestión, al tener que someter sus actuaciones a ciertos controles. No obstante, cuando se elimina esa supervisión, el riesgo está servido para que puedan cometerse abusos. Además, estos organismos no operan con unas reglas garantistas de contratación, ni con funcionarios que ejerzan un control adecuado, a lo que debe añadirse que están plagados de cargos directivos de confianza que no están sometidos a un régimen de responsabilidad pública. No puede sorprender que numerosos casos de corrupción se hayan producido en el ámbito de este tipo de entidades públicas o semipúblicas.
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